APOYO A LA IMPLEMENTACIÓN DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRPCIÓN EN CENTROAMÉRICA

TEMA I

ACCESO A LA INFORMACIÓN SOBRE LA ACTUACIÓN DE LA
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

I. PANORAMA GENERAL ACTUAL EN TORNO AL TEMA

Posibilidad de acceso a los expedientes administrativos


A fin de tener un acercamiento a la situación actual en El Salvador en lo que a la existencia de regulaciones con relación al acceso que puedan tener los ciudadanos a la actuación de la Administración Pública se refiere, debe comenzarse diciendo que no existe en el país una ley que, con carácter general rija la actuación de los funcionarios que conforman la Administración Pública. 

Y así, no existe una Ley que establezca la obligación de la Administración de permitir el acceso de los administrados a los expedientes que recogen las actuaciones administrativas, ni siquiera en los casos en que el particular tiene la calidad de interesado en el procedimiento de que se trate.  


La situación anterior permite que, en muchísimos casos, los ciudadanos no puedan enterarse a cabalidad de situaciones de las que puede resultar un acto administrativo que afecte su esfera jurídica, porque se les niega reiteradamente la posibilidad de consultar las actuaciones que al respecto haya documentado la Administración Pública.


La Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, determina que la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia,
 puede solicitar a la Administración Pública la remisión del expediente tramitado con relación a los casos discutidos en los juicios.


Sin embargo, el expediente, normalmente es solicitado hasta el final del proceso, a fin de tenerlo a la vista en el momento de dictar sentencia. La Ley no prevé la posibilidad de que el administrado pida a la Sala que solicite a la Administración, la remisión del expediente, antes de interponer su demanda.
 


La obligación de la Administración Pública, de permitir el conocimiento de sus actuaciones por parte de la ciudadanía, se deriva de una serie de preceptos y principios constitucionales, tales como las que recogen lod derechos de petición y respuesta, audiencia, defensa, y de acceso a la jurisdicción (Arts. 6 Inc. 5°, 18, 1, 2, y 11 CES, entre otros).


En vista de que la legislación secundaria no establece mecanismos encaminados a lograr ese fin, no existe forma de hacer efectivo ese derecho, en el caso que la Administración no lo reconozca voluntariamente.


La inexistencia de una Ley de Procedimientos Administrativos, propicia una situación de indefensión para los administrados, con la consecuente dificultad para controlar el apego a la legalidad por parte de los funcionarios públicos. Lo anterior, debido a que existe  sólo una gran cantidad de leyes que regulan cada materia en particular, con multiplicidad de procedimientos, de tipos de recursos, de plazos para interponerlos, etc.


Posiblidad de conocimiento de cualquier tipo de actuaciones de la Administración Pública 

No es difícil concluir que, encontrándose en la situación expuesta, el derecho a obtener información por parte de los particulares, con relación a las actuaciones administrativas que, de alguna manera puedan afectar su situación jurídica; la posibilidad de tener a la vista datos o documentos en relación a cualquier actividad de los funcionarios, que no se relacionen con situaciones que afecten directamente a aquéllos, se vuelve prácticamente imposible, pues tampoco  existe normativa que configure derecho de los particulares en este sentido.


Se insiste en que no existe regulación legal alguna de ese derecho, ni siquiera en forma embrionaria.


Por el contrario, existen tipificados en el Código Penal, algunos delitos en que   pueden incurrir los funcionarios, por permitir el acceso a determinado tipo de información o documentación; situación que, por la no existencia de regulación adecuada del derecho de los particulares a conocer de las actuaciones de los funcionrios públicos, sumado al desconocimiento de la legislación actual, por parte de los funcionarios; puede conducir a que se niegue, como regla general, ese derecho de los administrados.


Así,  el Art. 324 del Código Penal, tipifica como delito la conducta de un funcionario o empleado público, en virutd de la que “revelare o divulgare hechos, actuaciones o documentos que debieren permanecer secretos o facilitare de alguna manera el conocimientode los mismos.”    



Y el 334 N° 3 impone pena al funcionario que, entre otros, “accediere o permitiere que otro lo hiciere a registros o documentos clausurados, cuya custodia le estuviere encomendada por razón de su cargo o empleo."  

II. RESPUESTAS AL CUESTIONARIO PLANTEADO

Preguntas a) y b)


 No existe a nivel constitucional disposición alguna que consagre en forma expresa el derecho de los ciudadanos a obtener información sobre la actuación de la Administración Pública, o, en general, en relación a personas o entidades que ejercen funciones públicas, o que administren o manejen recursos públicos.


La posibilidad de obtener este tipo de información, puede derivarse del derecho de petición  y respuesta (Arts. 6 Inc. 5° y 18° CES) 
, así como del deber de los funcionarios, de conducirse por los cauces de la legalidad (Art. 86 Inc. final y 235 CES), y del principio de bien común reconocido por la Constitución (Art. 1 Inc. 1°).


Tampoco existe este tipo de disposición a nivel de legislación secundaria o bloque de legalidad.

Pregunta c)


Como consecuencia, la legilsación nacional no reconoce el derecho de todo ciudadano a estar informado, periódicamene o cuando lo requiera, sobre las actividades que desarrollan las entidades que ejercen funciones públicas o que administran fondos del Estado.

Pregunta d)


La legislación nacional no crea la obligación de la Administración Pública o de los funcionarios, de brindar oportuna y adecuada información sobre sus actuaciones.

Pregunta e)


El ordenamiento jurídico no obliga a las entidades o funcionarios a los que se refiere este informe, a publicar informes sucintos sobre sus funciones, por medio de impresos a disposición del público. 


La Constitución de la República sólo crea la obligación del Presidente de la República, de rendir informes a la Asamblea Legislativa, en los siguientes términos:


Art. 168: "Son obligaciones y atribuciones del Presidente de la República: 6°. Dar a la Asamblea Legislativa los informes que ésta le pida, excepto (…), y 7°. Presentar por conducto de los Ministros, a la Asamblea Legislativa, dentro de los dos meses siguientes a la terminación de cada año, el informe de labores de la Administración Pública en el año transcurrido. El Ministro de Hacienda presentará además, dentro de los tres meses siguientes a la terminación de cada período fiscal, la cuenta general de último presupuesto y el estado demostrativo de la situación del Tesoro Público y del Patrimonio Fiscal."


También, se atribuye a la Asamblea Lergislativa la potestad de "interpelar a los Ministros o Encargados del Despacho" (Art. 131 N° 34 CES).


Sin embargo, el ordenamaiento no establece la oblligación de rendir informes directamente a los ciudadanos que así lo soliciten.

Pregunta f)


En cuanto a la obligación de las autoridades de publicar, a través de medios oficiales o privados de amplia difusión, proyectos de regulaciones que pretendan adoptar  mediante actos de carácter general, relacionados con requisitos o formalidades que rigen las relaciones entre los particulares y la Administración, o que se exigen a las personas para el ejercicio de sus derechos y actividades; es necesario hacer las siguientes consideraciones.

Uno de los principios básicos recogidos por la Constitución salvadoreña, es el de “seguridad jurídica” (Arts. 1 y 2 CES). Se sabe que la seguridad jurídica implica la “certeza del derecho”, es decir, que los ciudadanos sepan con certeza las normas que rigen sus situaciones jurídicas, tengan claras las reglas del juego. Así lo ha definido en reciente jursiprudencia la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.
 


De este principio se deriva la necesidad de que toda normativa, entre otras, la procedente de la Administración Pública, o de funcionarios que administren fondos del Estado, que  de alguna manera afecte los derechos o la situación jurídica de los particulares, debe ser publicada, y sólo entrará en vigencia, transcurridos algunos días después de su publicación (Arts. 136 CES; 6 al 8 Código Civil, y 32 Código Municipal).


La publicación debe hacerse en el Diario Oficial (Art. 136 CES, 6 del Código Civil, y 32 Código Municipal).


El plazo que debe transcurrir para la vigencia de las normas, varía según el tipo de las mismas. Así, las procedentes de la Asamblea Legislativa, si son de carácter permanente, sólo entran en vigencia ocho días después de publicadas (Art. 140 CES).

Normalmente este mismo plazo se aplica a los reglamentos, pues así lo disponen las entidades, al dictarlos.s


Tratándose de estas leyes como de los reglamentos y demás disposiciones de carácter general (salvo las Ordenanzas Municipales), que fueren de carácter transitorio, este plazo puede ser restringido, designándose otro más corto (Art. 7 Inc. 2° Código Civil).


Las Ordenanazas Municipales sólo entran en vigencia ocho días después de su publicación en el Diario Oficial (Art. 32 Código Municipal).   


La Sala de lo Contencioso Administrativo, en ejercicio de la potestad que le confiere el Art. 185 CES (en virtud de esta potestad, cualquier Tribunal que, al resolver, advierta que determinada norma que entre en juego en el litigio de que se trate, contraviene de alguna manera la Constitución, debe “inaplicarla”, resolviendo como que tal norma no existiera); declaró “inaplicables” diposiciones normativas emitidas por el Consejo Directivo del Seguro Social (entidad de Derecho Público, con  personlidad jurídica propia), que establecía determinados recursos administrativos en materia de licitaciones. 


Esta normativa no había sido publicada en el Diario Oficial. La Sala de lo Contencioso Administrativo estimó que la misma violaba el principio de seguridad jurídica y el derecho de  acceso a la jurisdicción que tienen los particuares (Arts. 2, 11, 182 N° 5° CES), pues el agotamiento de los recursos administrativos constituye un requisitos a llenar para poder acceder a la jurisdicción contenciosa, entre otras (Sentencia de fecha 14 de septiembre del año próximo pasado juicio Ref. N°149-C-99).
  


De los principios y disposiciones legales y jurisprudenciales citados, se deriva que en El Salvador, resulta indispensable que las disposiciones normativas, que trascienden el mero actuar interno de las Instituciones, deben ser publicados  en el Diario Oficial. Por tanto, quedan excluidas de tal obligación de publicación, las normas dictadas para el mero funcionamento interno de las entidades (que normalmente son denominadas instructivos y circulares).

Pregunta g)
   

Ley de la Corte de Cuentas de la República


En este cuerpo legal se determina la obligación de la Corte de Cuentas, de efectuar publicaciones especiales de su ley, sus reglamentos y normas secundarias de control, para su divulgación en el sector público.


Esta disposición es importante en el sentido que permite un conocimiento más efectivo por parte de todo el sector público, de las disposiciones que regulan el control que puede ejercer la Corte de Cuentas. 

Sin embargo, resulta evidente la necesidad de que se procurara la divulgación también entre los particulares, para que estén conscientes del contenido y trascendencia de esta normativa, y puedan contribuir desde la posición de cada uno, a hacerla efectiva (ayudaría a formar conciencia ciudadana).


Por supuesto, este deber de divulgar la normativa, no incide en la validez de la misma. No se exige esta divulgación como un requisito adicional cuya omisión pueda dar lugar a la nulidad de un acto normativo.

Ley Orgánica de Administración Financiera del Estado
 


De acuerdo con el Art. 15 de esta ley, cada entidad o institución a la que se aplica la misma, debe establecer, publicar y difundir las políticas, manuales, instructivos y demás disposiciones que sean necesarios para facilitar la administración financiera insitucional. Estos instrumentos, antes de difundirse o ponerse en práctica, deben ser aprobados por el Ministerio de Hacienda.


Aún cuando la ley no lo dice en forma expresa, debe entenderse que esta exigencia de publicación  incide en la validez de los instrumentos de que se trate; para ser aplicados, deben haber sido difundidos previamente.


Es decir, que esta ley especial exige la publicación de manuales, instructivos y demás disposiciones que no alcanzan el carácter de reglamentos.


En el caso que se comenta, la ley no define el medio a través del cual debe publicarse,  por lo que podría hacerse por cualquier medio que resulte efectivo.

Ley Reguladora de las Actividades Relativas a las Drogas 


Esta Ley determina que el Consejo y la División Antinatcotráfico
 pueden “establecer normas de control que consideren convenientes, las cuales deberán darlas a conocer por medio de instructivos de carácter general o especial referidos a prohibiciones, limitaciones, fiscalizaciones del comercio y del uso de drogas”.


También esta disposición requiere, como requisito de validez, la publicación de normas que, dictadas por el  Consejo Superior de Salud Pública o la División Antinarcotráfico de la PNC, establezcan prohibiciones y limitaciones al comercio y uso de drogas.


Resulta obvia la necesidad de publicación de estas normas, ya que afectan la esfera jurídica de los particulares, al establecerse restricciones en su conducta            

Pregunta h) 


La legislacion no determina que la información a la que se ha hecho alusión en los literales anteriores, ni los actos que deben publicarse, deben estar disponibles para el público a través de mecanismos de difusión electrónica.

Pregunta i)


El ordenamiento salvadoreño no crea expresamente el derecho de los ciudadanos a solicitar información o a consultar u obtener copia de los documentos referentes a la actuación de las entidades o personas que cumplen funciones públicas o que administren recursos del Estado.

Pregunta j)


Como consecuencia necesaria de lo expresado, la legislación nacional, no contiene regulaciones sobre la gratuidad u onerosidad de la información solicitada.

Pregunta k)

Necesidad de motivación


Aún cuando la legislación nacional no contiene regulación expresa sobre el derecho de los ciudadanos a solicitar información, consulta o reproducción de documentos atinentes a su actuación, tal como se ha expresado con anterioridad; por principio constitucional, las resoluciones de los funcionarios públicos deben ser debidamente motivadas (situación que se deriva del mismo principio de seguridad jurídica (Arts. 1 y 2  CES), y por el mismo derecho de defensa de que gozan los administrados (Art. 11 Y 12 CES). 


La  anterior situación implica que el funcionario, dentro del marco constitucional, frente a la petición de un ciudadno, encaminada a que se le proporcione alguna información o documentación sobre el ejercicio de determinadas funciones públicas, debe motivar suficientemente la resolución que al respecto provea; expresando las razones de hecho y de derecho que lo conduzcan a tomar su decisión.

Posibilidad de impugnación judicial

Se estima que, con las reducidas reglas de legitimación que establece la legislación relativa al juicio contencioso administrativo, y al amparo constitucional,
 y  con la evolución que hasta hoy ha alcanzado la jurisprudencia en este aspecto, sería difícil que se admitiera una demanda encaminada a entablar un juicio que tenga por objeto el acto denegatorio de la información o documentación que se solicite con relación al ejercicio de determinadas funciones públicas. 

Casos en que el Constituyente autoriza denegar la proporción de información


Debe decirse que el Constituyente ha establecido un sólo caso en que el Presidente de la República, puede negarse a dar información a la Asamblea Legislativa; en consecuencia, dicho funcionario también podría, legítimamente, denegar esa información a los ciudadanos que se la pidieran.  



De este modo, el Constituyente, al enunciar las atribuciones del Presidente  de la República, determina que le corresponde: “Dar a la Asamblea Legislativa los informes que ésta le pida, excepto cuando se trate de planes militares secretos. En cuanto a negociaciones políticas que fuere necesario mantener en reserva, el Presidente de la República deberá advertirlo, para que se conozca de ellas en sesión secreta” (Art. 168 N° 7 CES).

Pregunta l)


Definitivamente, no existe en la legislación regulaciones en cuanto a que determinados documentos sólo puedan tenerse en reserva determinado tiempo, transcurrido el cual, no exista posibilidad de negar copias de los mismos a la ciudadanía.

Pregunta m) 


El ordenamiento jurídico tampoco hace consideración alguna, sobre posibles investigaciones que adelanten los periodistas y, en general, los medios de comunicación, sobre la actuación de las entidades o personas obligadas a informar.

Pregunta n)


Ya que no se ha dasarrollado el derecho de los ciudadanos a acceder a información sobre la actuación de la Administración Pública, el ordenamiento tampoco llega a establecer medidas o consecuencias que se deriven del incumplimiento de las normas sobre suministro de información o documentación cocerniente a la actuación de las  entidades o personas que cumplan funciones públicas o administren recursos públicos.

Pregunta o)


Existe un proyecto de Ley de Procedimientos Administrativos,
 que únicamente establece la obligación de las instituciones que conforman la Administración Pública de informar al público “acerca de sus fines, competencia, funcionamiento, servicios que presta y localización de sus distintas unidades o dependencias y horarios de trabajo, mediante oficinas de información, publicaciones ilustrativas, diagramas de procedimiento y organigramas” (Art. 9).


Aún cuando este deber de publicación no se efiere a las actividades concretas llevadas a cabo por la institución, sino que más bien se trata de publicar aspectos formales, y de organización y horarios de trabajo; constituye cierto avance, ya que contribuirá a que los administrados  puedan orientarse en cuanto a las actividades que le están encomendadas a cada uno de los órganos de la Administración Pública.


Por otra parte, ese proyecto también establece la obligación de los órganos de la Administración, de facilitar a los administrados “interesados” en el procedimiento administrativo de que se trate, el acceso a los expedientes respectivos.


Situación que también constituye un adelanto considerable, en el sentido que procura hacer efectivo uno de los elementos que constituye el derecho de defensa de los administrados, y que en la actualidad es desconocido por muchos funcionarios públicos.

Literal p)


Carencia total de regulación del derecho de los ciudadanos a obtener información sobre la actuación de la Administración Pública. 


De todo lo expresado resulta fácil concluir que en El Salvador, prácticamente no existe normativa que regule el acceso a la información de la actuación de los funcionarios públicos, por parte de los ciudadanos.


Sólo existe regulación  sobre la obligación de publicar los actos normativos, en el sentido ya indicado. 


No se ha regulado siquiera, tal como se ha dejado claro, el derecho del ciudadano, y correlativa obligación del funcionario, a que se permita el acceso al expediente tramitado con relación a una situación que afecte directamente al administrado.

Menos existe desarrollo en la legislación secundaria, del deber de los funcionarios de proporcionar información a la ciudadanía sobre las actuaciones que despliegan en el ejercicio de sus funciones.


Por supuesto, para lograr una mayor transparencia en el ejercicio de las funciones públicas y en el manejo de los dineros del Estado, se vuelve indispensable dictar normativa que haga viable la aplicación de las disposiciones de la Convención Interamericana contra la Corrupción, específicamente, la medida conducente a garantizar la obtención de información, por parte de los ciudadanos, acerca de la actuación de la Administración Pública; a fin de que aquéllos puedan comprobar el estricto apego por parte de ésta, a la normativa que rige su actuación.


Por no existir prácticamente regulación alguna en cuanto al derecho de los administrados a obtener cualquier tipo de información sobre la actuación de la Administración Pública, es necesario dictar una regulación total y adecuada en este sentido.


Situaciones exceptuadas por el Constituyente


Al dictar esa normativa, debe tenerse en cuenta que, tal como se dijo en páginas anteriores, los únicos casos en que la Constitución de la República permite que un funcionario (Presidente de la República), se niegue a rendir declaraciones (en este caso ante la Asamblea Legislativa), están recogidos en Art. 168 N° 7 CES, citado. 


Por tanto, constitucionalmente está proscrita la posibilidad de que un particular obtenga ese tipo de información.


Tipo de normativa a través de la cual deberá hacerse la regulación


La regulación del derecho que se ah venido comentando, deberá hacerse mediante ley, proveniente de la Asamblea Legislativa, pues se  estaría, por una parte, regulando derechos de la ciudadanía, y por otra, describiendo conductas que todos los funcionarios que conforman la Administración Pública, o que administran fondos del Estado, estarían obligados a adoptar en el desempeño de sus cargos.


El acceso a los expedientes en que los administrados tengan algún interés, tal como se ha expresado, ya se recoge como un derecho de los admnistrados, en el Proyecto de Ley de Procedimientos Administrativos.

� Único Tribunal que ejerce la jurisdicción contencioso Administrativa en todo el país.


� En la actualidad se ha redactado un Proyecto de Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, que permite esta posibilidad. Este Proyecto ha sido presentado a la Comisión del Sector Justicia, para que inicie el proceso de formación de ley, ante la Asamblea Legislativa.


� En cuanto al derecho de petición y respuesta, la Sala de lo Constitucional ha determinado que, en vista de que el Constituyente  no ha fijado el contenido u objeto  del derecho, “el objeto de la solicitud puede ser, asuntos de interés particular, o bien de interés general... Un funcionario o entidad estatal satisface el derecho constitucional de petición al responder la solicitud presentada, en el sentido que aquél considere procedente, pero siempre con estricta observancia de lo preceptuado en la Constitución y las leyes secundarias... En todo caso, debe señalarse que al no existir respuesta expresa a la petición de un ciudadano, ni poder interpretar razonablemente de la lectura de las resoluciones, una respuesta tácita, debe concluirse, que la autoridad demandada ha transgredido el derecho de petición y respuesta consagrado en el artículo 18 de la Constitución ” . (Sentencias en los procesos de amparo del 22 de marzo, 7 de abril, 6 de abril, de 1999; juicios Ref. N° 46/98, 118/98, 138/98 y 98/97). Corte Suprema de Justicia, Centro de Jurisprudencia, Líneas y Criterios Jurisprudenciales de la Sala de lo Constitucional, Hernández Valiente, René, Coordinador, San Salvador: Proyecto para el Fortalecimiento  de la Justicia y Cultura Constitucional en la República de El Salvador, Unión Europea - Corte Suprema de Justicia, enero de 2000, Págs. 39 y Ss. 


� Según jurisprudencia sentada por la Sala de lo Constitucional, “Por seguridad jurídica se entiende (...) la certeza que el individuo posee de que su situación jurídica no sea modificada más que por los procedimientos regulares y autoridades competentes, ambos establecidos previamente (...) La seguridad jurídica implica una actitud de confianza en el derecho vigente, y una razonable previsibilidad sobre su futuro. Es la que permite prever las consecuencias de las acciones del hombre así como las garantías de orden constitucional que gozan tales actos...” (Sentencias en los procesos de amparo, de fechas 8 de junio de 1998 y de 1999; juicios Ref. N° 110/98 y 115/98). Corte Suprema de Justicia, Op. Cit., Pág. 63.


� En este sentencia, la Sala de lo Contencioso Administrativo determinó “...debe concluirse que el establecimiento de recursos administrativos, sólo puede hacerse por la Asamblea Legislativa mediante ley formal; por cuanto se constituye en una regulación del derecho a una pronta y cumplida justicia, que, como lo ha indicado esta Sala y la de lo Constitucional, comprende el derecho de acceder a los tribunales. La anterior conclusión implica que, un reglamento sólo podría desarrollar los principios básicos instituidos por la ley en relación al establecimiento y ejercicio de los recursos administrativos. Es así como el Instituto Salvadoreño del Seguro Social, no puede, mediante la normativa que decrete, instituir recursos, debido a que ésta no se encuentra revestida de las garantías propias de la ley: la Asamblea Legislativa es un Órgano colegiado, en el que se hace efectivo el principio de pluralismo...; estas normas deben ser publicadas en el Diario Oficial, y sólo entran en vigencia después de transcurrida la vacatio legis. Consecuencia de todo lo expuesto es que no puede exigirse al administrado la interposición de recursos establecidos por iniciativa de la Administración Pública, pues ello implicaría una merma del derecho  a una pronta y cumplida justicia. Por otra parte, el Art. 70 del reglamento citado dispuso que esta normativa entraría en vigencia quince días después de su aprobación y ratificación por el Consejo Directivo, no requiriendo su publicación en el Diario Oficial. Esta situación vuelve nugatorio el principio de seguridad jurídica (...) Conforme lo expresado, el Art. 39 del Reglamento para la Adquisición de Bienes Muebles, Ejecución de Obras y Constratación de Servicios no Personales -que instituye el recurso de reconsideración aludido-, resulta ser contrario a la Norma Fundamental, por lo que este Tribunal no debe aplicarlo...”


� De acuerdo con el texto de la misma ley, ésta tiene por objeto “normar y armonizar la gestión financiera del sector público; y establecer el Sistema de Administración Financiera Integrado, que comprenda los Subsistemas de Presupuesto, Tesorería,  Crédito Público y Contabilidad Gubernamental” (Art. 1 LOAFE).


� Esta disposición se refiere al Consejo Superior de Salud Pública y a la División Antonarcotráfico de la Policiía Nacional Civil, que sumadas al Ministerio de Salud Pública y Asisitencia Social, constituyen los “organismos administrativos estatales encargados de aplicar lo pertinente de la presente ley” (Art. 6 LRARD).


� Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, y Ley de Procedimientos Constitucionales, respectivamente.


� Este Proyecto fue preparado por una Comisión nombrada por el Ministerio de Justicia, durante el año 1993, y fue publicado y presentado a la Asamblea Legislativa, en el año 1994.


En vista de que al presente año, aún no había sido considerado por la Asamblea Legislativa, se hizo una revisión y actualización del mismo (las modificaciones que se consideró necesario introducir, prácticamente han sido mínimas), y este documento fue presentado a la Comisión del Sector Justicia, en la que se encomendó al señor Ministro de Seguridad Púbiica y Justicia, y al Presidente dela Corte Suprema de Justicia, para que impulsaran el Proyecto en la Asamblea Legislativa. 


		


� Así, dicho Proyecto determina: “En todo procedimiento administrativo las autoridades deberán actuar con estricto respeto de los siguientes derechos de los administrados: c) de acceso al expediente administrativo que permita al y nteresado conocer en cualquier momento el estado del expediente, obteniendo por sí o por medio de representante debidamente acreditado, laoportuna información de las oficinas correspondientes y, en su caso, certificacipon sobre el contenido del expediente” (Art. 5). 








� Supra., Pág. 17
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